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Dictamen de la Procuración General:


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de San Martín —Sala Segunda- revocó la resolución de primera instancia que había resuelto la suspensión de la subasta decretada en la quiebra de Felix Tomás Fernández (fs. 698/702 vta.).


Contra dicho pronunciamiento se alzó el fallido, con patrocinio letrado, a través de los recursos extraordinarios de nulidad (fs. 723/731), inconstitucionalidad (fs. 733/741 vta.) e inaplicabilidad de ley (fs. 744/760 vta.).


Admitidos estos remedios por la cámara actuante, V.E. los declaró mal concedidos (v. fs. 776 y vta.), resolución contra la cual presentó el quebrado recurso extraordinario federal que fuera denegado por la Corte local en fs. 803 y vta., lo que motivó la interposición de recurso de queja por ante la Corte Nacional, el que obtuvo resultado favorable, según surge de fs. 941/943.


Vueltos los autos, e integrado el Alto Tribunal conforme consta en fs. 948/952, se me confiere vista la que paso a contestar a continuación.


Abordaré por separado los recursos interpuestos, no sin antes destacar que los mismos cuentan con una similar, farragosa y no menos promiscua fundamentación, lo que evidencia el empleo de una técnica formal deficiente por parte del quejoso.


RECURSO EXTRAORDINARIO DE NULIDAD


Lo funda en la violación de los artículos 57, 168 y 171 de la constitución provincial, erigiéndose —según su criterio- la conculcación de la primer manda citada en una causal "autónoma" y "coadyuvante" de nulidad de sentencia.


Sostiene el impugnante que la sentencia de la cámara al resolver que "el síndico contador puede apelar sin patrocinio letrado en función de lo dispuesto por la ley nacional de quiebras" vulnera los artículos 1, 10, 11 primera parte, 31, 40, 41, 42, 161 inc. 1 y 3, 170 de la constitución local, la normativa de la ley 5177, los artículos 56 y 57 del C.P.C., 14, 14 bis, 16, 17, 18, 28 y 31 de la Constitución Nacional por violentar "el adecuado funcionamiento de la administración de justicia y elementales garantías de raigambre constitucional tales como el debido proceso, la defensa en juicio, la igualdad ante la ley,el derecho de propiedad, la jerarquía normativa, la organización federal, etc.". También argumenta que dicha resolución resulta contraria a lo resuelto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en los casos que cita.


Aduna a ello, que la Alzada ha omitido pronunciarse sobre las cuestiones enunciadas en fs. 729 vta./730 -esenciales a su juicio- sometidas a su conocimiento por el recurrente al constestar el traslado del memorial en fs. 692/694 vta..


El recurso no puede prosperar.


En efecto. Pese al agravio enunciado (que se ciñe en apariencia al tema del patrocinio letrado del síndico), y luego de una lectura de la complicada pieza en análisis, concluyo que el verdadero cuestionamiento del recurrente recae sobre el fondo de la solución dada por la Alzada, esto es la revocación de la suspensión de la subasta decretada en primera instancia, resultado que obviamente es el que causa real perjuicio al fallido.


Sentado ello, diré conforme reiterada e inveterada doctrina de V.E. que "el recurso extraordinario de nulidad sólo procede cuando se demuestra que se han conculcado las cláusulas de los arts. 156 (hoy 168) y 159 (hoy 171) de la Constitución de la Provincia, es decir, cuando se funda en al omisión del tratamiento de cuestiones esenciales o en que el fallo no contiene sustento legal debidamente expresado" (conf. Ac.49.218, sent. del 5/10/93; Ac.50.262, sent. del 12/4/94; Ac.73.063, sent. del 15/12/99; Ac.77.987, sent. del 12/9/01; entre tantos otros), nada de lo cual acontece en la especie.


Así, además de advertir fácilmente que las supuestas omisiones aducidas no pasan de ser meros argumentos de la parte en defensa de su posición, por ende, inatendibles (conf. S.C.B.A., Ac.40.633, sent. del 13/6/89; Ac.49.317, sent. del 6/10/92; Ac.52.604, sent. del 21/12/93; e.o.) y que el resto de los agravios exteriorizados, en tanto aluden a conculcación de garantías constitucionales y previsiones legales provinciales, no son propios de esta vía (conf. S.C.B.A., Ac.78.635, sent. del 12/9/01; Ac.78.572, sent. del 12/9/01; Ac.79.823, sent. del 28/8/02; e.o.), observo -sin mayor hesitación- que disconforme con el pronunciamiento de la cámara, la presentación del quejoso trasunta la imputación al mismo de un error de juzgamiento que no puede tener favorable acogida por el estrecho marco de la vía nulificante en cuestión (conf. S.C.B.A., Ac.58.939, sent. del 23/3/99; Ac.80.664, sent. del 13/11/02; Ac.80.228, sent. del 23/12/02; e.o.).


RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD


A través de idéntido fundamento legal al señalado precedentemente, a lo que se suma similar despliegue de agravios, sostiene el quejoso -admitiendo inclusive "brevitatis causae" la circunstancia apuntada-  que la sentencia "viola una larga serie de normas expresas de la Constitución Provincial", las que meramente enuncia en fs. 738 vta./739, razón por la cual, a su juicio, procede este recurso.


No le asiste razón en su intento.


Con el argumento del avasallamiento del poder central por sobre el local (en el tema específico de la legislación sobre poderes no delegados por las provincias a la nación) y la denuncia de "gravedad institucional", ensaya el recurrente alegaciones totalmente inconducentes para este tipo de reclamo, el que se encuentre claramente delimitado por la norma contenida en el artículo 299 del código ritual, la que exige —como condición insoslayable- que "en el proceso se haya controvertido la validez de una ley, decreto, ordenanza o reglamento", lo que no acontece en el sub examine en el que el obstinado impugnante se disconforma —en definitiva- de la sentencia misma, circunstancia por sí sola suficiente para sellar la suerte adversa de la inconstitucionalidad intentada (conf. S.C.B.A., Ac.79.059, sent. int. del 6/9/00; Ac.80.412, sent. int. del 21/2/01; Ac.79.728, sent. int. del 19/2/02; Ac.85.634, sent. int. del 19/2/03; e.o.).


RECURSO EXTRAORDINARIO DE INAPLICABILIDAD DE LEY


Los agravios extraídos, no sin dificultad, de la presentación en tratamiento consisten en:

1) El análisis que efectuó la Cámara del art. 257 de la ley de concursos y quiebras, a la luz de lo dispuesto por los arts. 56 y 57 del C.P.C. y 275 de la misma ley, es producto de una "interpretación libre del derecho" e "ilegítima" lo que redunda en una "aplicación errónea" de la norma y genera "una absurda apreciación de los hechos de la causa".

2) El "error in procedendo" que padece la sentencia por haber introducido, a juicio del quejoso y más alla de ámbito de su competencia, las cuestiones que enumera —de manera inconcisa e ininteligible- en fs. 756 vta./758, lo cual implica también, el absurdo que denuncia.


Tampoco este recurso puede prosperar.


La Alzada, para resolver acerca de la innecesariedad del patrocinio letrado de la sindicatura, consideró la particular naturaleza de su función así como la posibilidad con la que cuenta el síndico de realizar diversos actos en el trámite falencial, y sostuvo que "cuando su actuación procesal se encarna en su órbita funcional" no es obligatoria su presentación a través de un abogado ya que la calidad que ostenta "presupone conocimientos suficientes por parte del agente para desempeñar tal tarea y, transitivamente, un manejo razonable de las normas regulatorias del proceso concursal" (fs. 699).


Seguidamente, y luego de subrayar la supremacía jerárquica de las normas concursales por sobre las del código local, enmarcó su solución en la prevalencia de la norma especial y específica sobre quiebras (impregnada de principios propios y característicos) por sobre la general. 


A su turno, el quejoso en un último intento por derribar el decisorio de la Cámara, efectúa consideraciones totalmente improcedentes para la resolución de la litis, tales como (y sólo por señalar algunas) las referidas al tema de los requisitos para la inscripción de los síndicos, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los honorarios que corresponden al abogado del síndico e inclusive afirma -de manera ostensiblemente incoherente al hilo conductor que viene trayendo- que el imperativo de asistencia letrada en el proceso viola diversas disposiciones constitucionales nacionales y locales así como la doctrina legal que cita.


Indudablemente todo ello —además de ser de dudosa comprensión- resulta insuficiente a los fines impugnaticios pretendidos ya que, desentendiéndose de lo dicho por el tribunal y omitiendo -en consecuencia- hacerse cargo del fundamento  brindado para estructurar la solución, paralela su personal opinión exhibiendo simplemente su punto de vista diferente, lo que —conforme doctrina de V.E.- no constituye un ataque idóneo y sella la suerte adversa de la inaplicabilidad interpuesta (conf. Ac.75.787, sent. del 27/2/02; Ac.63.379, sent. del 21/5/02; Ac.71.944, sent. del 21/8/02; entre tantos otros).


En la plena convicción de que lo dicho me exime de efectuar mayores consideraciones al respecto, soy de la opinión que los recursos de nulidad, inconstitucionalidad e inaplicabilidad interpuestos no pueden ser acogidos por V.E. (conf. arts. 289, 298 y 303 del C.P.C.).


Así lo dictamino.


La Plata, 28 de abril de 2003 - Juan Angel De Oliveira
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 19 de diciembre de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Hitters, Soria, Negri, Genoud, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 73.725, "Fernández, Félix Tomás. Quiebra".

A N T E C E D E N T E S

La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Martín revocó el pronunciamiento de primera instancia que había decretado la suspensión de la subasta ordenada en autos.

Se interpusieron, por el fallido, recursos extraordinarios de nulidad, inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


   Caso negativo:


2ª ¿Lo es el de inconstitucionalidad?


   En su caso:


3ª ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. El quejoso sostiene que la sentencia ‑que permitió la apelación del síndico contador sin patrocinio letrado‑ constituye una violación a la Constitución provincial, aduciendo que el art. 57 del Código Procesal Civil y Comercial genera una causal autónoma de nulidad, coadyuvante del art. 161 3, b) de la misma y que debe sumarse a las establecidas en los arts. 168 y 171.


Aduce que la sentencia ha vulnerado los arts. 1, 10, 11 primera parte, 31, 40, 41, 42, 161 incs. 1 y 3 y 170, además de la normativa de la ley 5177, los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 28 y 31 de la Constitución nacional. Cita asimismo que la resolución resulta contraria a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a la jurisprudencia de la Corte Suprema.


Expresa que no existe ninguna opinión jurídica o jurisdiccional que avale que un idóneo o Síndico por aplicación de una ley nacional pueda recurrir sin patrocinio letrado, adunando que no se ha tratado en el fallo la ausencia de perjuicio del recurrente, como así tampoco que la suspensión de la medida obedecía a evitar un abuso del derecho, que fue dictada dentro de las facultades privativas del juez y que el recurso violaba el derecho constitucional de defensa en juicio.


II. Entiendo, en igual sentido que lo dictaminado por el señor Subprocurador General, que el recurso no puede prosperar.


En lo que hace a las alegaciones relativas a la imposibilidad de recurrir del Síndico sin patrocinio letrado, adelanto que el impugnante lo que hace es plantear por esta vía cuestiones que exceden el marco de la impugnación deducida.


En efecto, el recurso extraordinario de nulidad interpuesto resulta improcedente, desde que su fundamentación no se vincula con ninguna de las formalidades establecidas en los arts. 168 y 171 de la Constitución de la Provincia, sino en supuestos errores de juzgamiento como la violación del derecho de defensa en juicio y el principio de congruencia, cuestiones que resultan ajenas al recurso intentado y sí propias del de inaplicabilidad de ley (conf. Ac. 85.437, resol. del 25‑IX‑2002).


A ello debe añadirse que en el caso, si bien se interpone recurso extraordinario de nulidad denunciando violación del art. 171 de la Constitución provincial, los agravios expuestos se sustentan en la eventual transgresión de los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 28 y 31 de la Constitución nacional, de la ley 5177 y del Pacto de San José de Costa Rica, temas todos ellos extraños a la vía intentada, y privativos del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


También cabe agregar que las cuestiones esenciales que se dicen preteridas, no son tales, desde que las mismas han sido resueltas en forma expresa en el pronunciamiento atacado, conforme surge del análisis del mismo, aunque en distinto sentido que el pretendido por el recurrente.


Por ello, doy mi voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Hitters, Soria, Negri, Genoud y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la primera cuestión planteada también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. Remarca el recurrente que los fundamentos del presente recurso son semejantes a los planteados en el recurso extraordinario de nulidad.


En tal sentido, expone que la resolución que permitió la apelación del Síndico contador sin patrocinio letrado, ha vulnerado los arts. 1, 10, 11 primera parte, 31, 40, 41, 42, 161 incs. 1 y 3 y 170, además de la normativa de la ley 5177, los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 28 y 31 de la Constitución nacional; resultando contraria a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a la jurisprudencia de la Corte Suprema.


Menciona que el magistrado de primera instancia resolvió, por facultades que le son privativas, suspender la subasta de su inmueble hasta tanto se estableciera si subsiste la única deuda que se le reclama, recurriendo de dicha medida el Síndico sin patrocinio letrado, violando numerosas disposiciones de la Constitución la sentencia que considera a dicho profesional como un idóneo facultado por la ley nacional para ejercer derecho ante los Tribunales provinciales (v. fs. 737/738).


Aduce que el fallo no es una discrepancia interpretativa de derecho, sino que constituye una clara y flagrante violación a normas expresas de la Constitución provincial (v. fs. 738 vta.).


Agrega que la sentencia dictada por la Cámara pretirió las facultades de la Provincia no delegadas a la Nación a favor de una ley federal y significa un precedente que puede ser utilizado por el Gobierno nacional para atacar otras potestades de carácter local, lo que demuestra la gravedad institucional que implica dejar firme el fallo (v. fs. 739/741).


II. Entiendo, en igual sentido que lo expuesto por el señor Subprocurador General, que el recurso no puede prosperar.


La vía extraordinaria establecida en el art. 161 inc. 1 de la Constitución de la Provincia se abre en el único supuesto en que en la instancia ordinaria se haya controvertido y decidido la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos provinciales confrontados con normas de la Constitución local, supuesto ausente cuando el tema en debate se refiere ‑como en el caso‑ a la validez de normas nacionales frente a la Constitución de la Nación, materia ajena al recurso en tratamiento y propia del de inaplicabilidad de ley (conf. Ac. 87.214, resol. del 9‑IV‑2003).


En tal sentido, se ha expuesto que no procede el recurso establecido en el art. 161 inc. 1 de la Constitución de la Provincia, cuando no sólo falta la decisión previa sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad en la instancia de grado que abra la apelación extraordinaria, lo cual de por sí es suficiente para su rechazo, sino que lo que en realidad se cuestiona es la validez de la sentencia misma (conf. Ac. 69.023, resol. del 4‑XI‑1997; Ac. 82.027, resol. del 27‑VI‑2001).


Por ello, doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Hitters, Soria, Negri, Genoud y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la segunda cuestión planteada también por la negativa.


A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. La Cámara revocó el pronunciamiento de primera instancia que había dispuesto la suspensión de la subasta decretada en autos.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


A tenor de la interpretación a contrario sensu del art. 257 de la ley 24.522, la facultad de requerir asesoramiento profesional en la materia importa implícitamente reconocerle al funcionario la prerrogativa de obrar sin él en el proceso (v. fs. 698 vta.).


La naturaleza propia de la función sindical legitima a ejercer las actividades indicadas en todo el proceso de quiebra hasta su liquidación, lo que presupone conocimientos suficientes y un manejo razonable de las normas regulatorias del proceso concursal (v. fs. 698 vta./699).


La rígida directriz de los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial resulta inaplicable al Síndico cuando su actuación profesional se encarna en su órbita funcional, ya sea ésta desarrollada en la instancia inferior o en la alzada (v. fs. 699).


La especificidad propia de la materia concursal y la naturaleza intrínseca de las atribuciones y deberes del funcionario imponen dar prevalencia a las normas que admiten la intervención del síndico sin patrocinio letrado (v. fs. 699/699 vta.).


Las disposiciones de la ley vigente, inspiradas en un espíritu privatístico desprenden la intención del legislador de propender a una sindicatura calificada (v. fs. 699 vta.)


La imposición al Síndico en todos los casos de los honorarios derivados del asesoramiento profesional o patrocinio letrado es revelador del criterio que reconoce al mismo legitimación para intervenir en el proceso sin asistencia de abogado (v. fs. 699 vta.).


El avenimiento opera mediante la conformidad escrita de todos los acreedores, con los recaudos del art. 225 primer párrafo de la ley, debiendo ser tal manifestación expresa, lo que descarta atribuir aquella virtualidad a la declaración de fs. 583 ni al supuesto silencio, requiriendo el desistimiento de una manifestación en tal sentido toda vez que el silencio sólo permite la conclusión del proceso cuando se cumplimente el depósito del art. 226 (v. fs. 700/701).


De los dichos del doctor Guiroy se desprende que al haber cesado su mandato y al no tener contacto con su cliente, de haberse efectuado el respectivo pago no es a él a quien se lo ha realizado, por lo que no puede ser entendido como reconocimiento implícito (v. fs. 701/701 vta.).


Al no estar satisfechos los recaudos para la conclusión ni haber el fallido efectuado el depósito requerido, no existiendo razones de urgencia que impongan detener el trámite del remate, la faz liquidatoria debe seguir su curso, siendo oficioso su impulso, no incidiendo la desproporción entre el importe del crédito y el valor del inmueble, en tanto no existe un bien sustituto para su realización (v. fs. 702).


II. Contra esta resolución se alza el fallido denunciando la conculcación de los arts. 257, 274, 275 de la ley 24.522, 36, 56, 57, 163 inc. 5, 266 in fine del Código Procesal Civil y Comercial, 57 de la ley 5177, 10, 11, 160, 166, 168 de la Constitución provincial, 18 y 19 de la Constitución nacional; y de la doctrina legal que cita. Aduce existencia de absurdo en el pronunciamiento. Hace reserva del caso federal.


1) La Cámara realiza una interpretación errónea de la ley de quiebras, que lleva a preterir la norma expresa de los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial, toda vez que la ley antedicha se refiere al "asesoramiento profesional", distinto del "patrocinio letrado" que requiere tanto el código de forma como la ley 5177, no surgiendo del art. 275 de la Ley de Quiebras la innecesariedad del patrocinio letrado cuando el síndico deba sustentar sus derechos (v. fs. 753 vta.).


2) Resulta absurda la aseveración del sentenciante en el sentido de que la interpretación de la normativa presupone conocimientos suficientes por parte del funcionario (v. fs. 753 vta./754).


3) Se equivocan los judicantes puesto que el imperativo de asistencia letrada no proviene de los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial, sino que es consecuencia de las facultades no delegadas por la Provincia a la Nación (v. fs. 754 vta.).


4) Existe una violación a la doctrina legal de la Corte en cuanto la misma establece que vulneran garantías constitucionales las disposiciones vinculadas al régimen recursivo de los arts. 186, 187, 204 de la ley 10.620.


5) Las leyes nacionales no pueden preterir ni contradecir normas procesales provinciales, máxime cuando se trata de normas no delegadas a la Nación y que afectan la organización del Poder Judicial (v. fs. 754)


6) Resulta un absurdo la afirmación de la Cámara en el sentido de que el espíritu de la ley 24.522 desprende la intención del legislador de propender a una sindicatura calificada, cuando su nombramiento fue anterior a la modificación de la ley de quiebras por lo que su inscripción y designación no se efectuó con dichos requisitos (v. fs. 755/755 vta.).


7) En el caso el Síndico ha actuado desde el inicio con patrocinio letrado, por lo que no tiene sustento fáctico lo relativo a que dicho funcionario no necesitara del mismo (v. fs. 756).


8) El fallo ingresa al tratamiento de planteos no traídos por ninguna de las partes, ya que el tema del avenimiento que no era el tema debatido, puesto que el Síndico sólo se disconformó de la medida suspensiva ordenada por el Juez, siendo que la verdadera cuestión era si la subasta estaba bien suspendida y si las facultades instructorias y ordenatorias ejercidas por el Juez se encontraban dentro del marco legal, violando la Cámara sus límites de competencia al considerar la procedencia o improcedencia del avenimiento sin que mediara decisión de primera instancia al respecto (v. fs. 756 vta./757).


9) Al apartarse la alzada de los límites del recurso continúa vigente el abuso de derecho que implica subastar un bien al solo efecto de cubrir una deuda inexistente (v. fs. 758).


10) Las facultades de dirección del proceso de quiebra no le corresponden al Síndico, sino al Juez, y dentro de ellas se encuentra la facultad de determinar el momento de la subasta, no demostrando el fallo un uso exagerado de facultades que le resultan privativas, ni indicando cuál es la legitimación del Síndico para rebelarse contra el juez director del proceso (v. fs. 758/758 vta.).


11) Resulta un absurdo la afirmación de la Cámara relativa a que no se ofrecieron bienes a embargo, toda vez que en autos el fallido se halla inhibido y el inmueble que se pretende subastar embargado a favor de la quiebra (v. fs. 758).


12) La realización del bien resulta un exabrupto cuando con un simple proceso de citación a un acreedor y a su letrado apoderado se devela la certeza del pago de la deuda, siendo que lo contrario lleva a la irracional realización de un bien por un excesivo formalismo (v. fs. 759).


13) Resulta una absurda apreciación de los hechos lo que la alzada sostiene en relación a que la faz liquidatoria debe seguir su curso, cuando el proceso se hallaba en una etapa de cierre de la quiebra por avenimiento (v. fs. 759 vta.).


III. Entiendo, en distinto sentido a lo dictaminado por el señor Subprocurador General, que le asiste razón al impugnante.


El análisis del tema debatido nos conduce a verificar la posibilidad del Síndico de recurrir sin patrocinio letrado.


Cabe señalar que en autos el Síndico interpuso y fundó el recurso de apelación que obra a fs. 589 suscribiendo en forma exclusiva el escrito presentado, alzándose en él contra el pronunciamiento de fs. 682, que disponía la suspensión del remate.


El a quo entendió posible recurrir sin contar con dicha asistencia, basándose en la interpretación a contrario sensu del art. 257 de la ley 24.522, llegando a la conclusión de que la facultad de requerir asesoramiento profesional en la materia importa implícitamente reconocerle al funcionario la prerrogativa de obrar sin él en el proceso, resultando inaplicable la directriz de los arts. 56 y 57 del Código Procesal Civil y Comercial cuando la actuación procesal se encarna en su órbita funcional.


Debe señalarse que el art. 56 del Código Procesal Civil y Comercial ‑cuya enumeración, valga señalarlo, no es taxativa, sino meramente enunciativa (conf. Ac. 44.337, sent. del 18‑VI‑1991, "Acuerdos y Sentencias", 1991‑II‑196)‑ dispone la obligatoriedad del patrocinio letrado, vedando expresamente el proveimiento de escritos de expresiones de agravios si no llevan firma de letrado.


La esencia teleológica de la imposición del control letrado es la de asegurar la eficaz defensa, aún contra la pretensión del propio interesado de valerse por sí mismo, al evitar que esa tarea sea mal ejercitada por desconocimiento de las normas jurídicas y principios del derecho aplicable al caso. Por tanto su obligatoriedad comprende la asistencia y dirección jurídica del patrocinado durante el curso del proceso y su omisión acarrea el estado de indefensión de aquél ‑arts. 14 bis y 18 de la Constitución nacional‑ (conf. causa L. 60.919, sent. del 28‑IV‑1998).


Ahora bien, que el art. 257 de la ley 24.522 autorice al Síndico a requerir "asesoramiento profesional" y "patrocinio letrado" cuando la materia exceda de su competencia, poniendo a su cargo los honorarios devengados por los profesionales, no significa que puedan desplazarse las claras preceptivas del art. 56 del Código Procesal Civil y Comercial en supuestos en los que ‑como aquí nos ocupa‑ la materia a tratar requiera de conocimientos netamente jurídicos, toda vez que esta Corte tiene dicho que la aparición de determinados requisitos en las leyes procesales, como la homologación judicial o el patrocinio letrado, dan cuenta de la finalidad de reglamentar la garantía de justicia que consagra la Constitución (conf. causas L. 60.919 citada, L. 67.422, sent. del 27‑IV‑1999, "D.J.B.A.", 156‑321, T.S.S., 1999‑983).


Y aunque pudiera aducirse ‑como lo hace el a quo‑ que la ley 24.522 reconoce al Síndico con mayor énfasis que la norma sustituida, legitimación para intervenir en el proceso sin patrocinio de abogado, dos órdenes de ideas deben oponerse, en la especie, a tal argumentación.


La primera de ellas surge de la circunstancia de que en autos el Síndico actuante fue designado con anterioridad a la ley 24.522 ‑de conformidad a los requisitos de la ley 19.551‑ sin que las alegaciones acerca de la intención del legislador de propender a una sindicatura calificada que formula la Cámara puedan serle por ende aplicables.


La segunda, y más relevante, es que si existe un tema por excelencia para el cual se requieran especiales conocimientos jurídicos, ese es justamente el concerniente a la materia recursiva, la que supera los límites de la técnica contable y los conocimientos de derecho propios del contador, excediendo su competencia profesional; resultando por ende necesaria la intervención de un letrado como patrocinante del mismo, teniendo entonces plena vigencia la directriz del art. 56 del Código Procesal Civil y Comercial.


Resulta pues aplicable la doctrina de esta Corte ‑pronunciada en relación a la ley 19.551‑ relativa a que el art. 281 de la misma autoriza el patrocinio letrado cuando la materia exceda de la competencia profesional del Síndico. La autorización está dirigida a atender aquellas cuestiones suscitadas que por su naturaleza desborden los límites de la técnica contable y de los conocimientos sumarios de derecho propios del contador. Si no se discriminase, carecería de sentido la previsión legal que exige que la sindicatura sea ejercida por contadores públicos diplomados ‑art. 277 inc. 1 de la ley 19.551‑ (conf. Ac. 50.794, sent. del 1‑XI‑1994, "Acuerdos y Sentencias", 1994‑IV‑119, "D.J.B.A.", 148‑1, "El Derecho", 162‑132, "Jurisprudencia Argentina", 1995‑IV‑79, "La Ley Buenos Aires", 1995‑252).


También se ha expresado, en doctrina aplicable mutatis mutandi a la presente, que el patrocinio letrado deviene obligatorio ‑arts. 56 y 279 del Código Procesal Civil y Comercial, 55 y 56, decreto 7718 y 204, ley 10.620‑ cuando se recurre, pues, si bien el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley debe interponerse ante el Tribunal que dictó el pronunciamiento recurrido, ello no le quita el carácter de actuación cumplida ante este Tribunal, pues dicho recurso abre la competencia de esta Suprema Corte, quien deberá expedirse sobre los agravios que en el mismo se formulan (Ac. 41.543, resol. del 12‑IX‑1989). En tal sentido, se ha dicho que vulneran garantías constitucionales las disposiciones vinculadas al régimen recursivo de los arts. 186, 187 y 204 de la ley 10.620, en cuanto establecen una excepción en favor del perito contador y desconocen y alteran las disposiciones procesales referidas a patrocinio letrado obligatorio ‑arts. 16 Constitución nacional, 10 de la Carta local y 56 del Código Procesal Civil y Comercial‑ (conf. causa L. 43.028, sent. del 19‑II‑1991, "Acuerdos y Sentencias", 1991‑I‑65).


Lo anteriormente expuesto alcanza para resolver en sentido favorable la queja, toda vez que como llevamos viendo, resulta imprescindible ‑a pesar de su calidad de funcionario de la quiebra‑ que la impugnación contara con el debido patrocinio letrado.


Si lo que expongo es compartido, corresponde revocar el pronunciamiento y remitir los presentes a la instancia de origen a fin de que proceda conforme lo establece el art. 57 del Código Procesal Civil y Comercial (art. 289 del C.P.C.C.).


Por todo ello, voto por la afirmativa.


A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. Si bien comparto el criterio de mi distinguido colega, el doctor de Lázzari, en cuanto a la necesidad de que en determinadas circunstancias sea obligatorio el patrocinio letrado respecto del Síndico concursal, no creo que en el sub lite quepa hacer lugar al recurso por este reparo.


1) En efecto, pese a la ausencia de suscripción de la pieza fundante de la apelación (fs. 689) por un abogado de la matrícula, lo cierto es que el planteo del funcionario concursal fue receptado por la alzada. Por lo que en definitiva revisar lo decidido argumentando que de ese modo se asegure el derecho de defensa de los intereses representados por el Síndico, sería tanto como preservar la forma en contra de aquél a quien está mentada para tutelar (arg. art. 172, C.P.C.C.). Pasado en limpio el fundamento de la propuesta de la que me aparto, se estaría afirmando que: i) el patrocinio letrado hace a la garantía del debido proceso de las partes, ya que sin él los litigantes no podrían defenderse adecuadamente; ii) en este caso, sin patrocinio, el síndico triunfó, pero por no contar con la firma del profesional, ¿debemos ‘asegurar su adecuada protección’ y declarar que no ganó?


En el sub judice ‑reitero‑ esta motivación importaría salvaguardar una forma consagrada para la adecuada representación del litigante, en contra de quien se considera protegido por la misma.


2) Creo sin embargo que la imposición del art. 56 del ordenamiento adjetivo no sólo responde a la tutela del debido proceso de la parte que debe actuar con asesoramiento, sino a una adecuada administración de los litigios y a una eficiente prestación del servicio de justicia, que se vería obstruido ante la permisión de postulaciones de deficiente técnica.


Es por ello que el consentimiento de las partes en el sentido de prescindir del auspicio letrado no obsta al cumplimiento de la manda establecida, que el juez puede verificar aún oficiosamente (arts. 56 y 57, Cód. cit.; 92 y 93, ley 5177).


Pero esto tampoco lleva en el sub discussio a acoger el planteo articulado, ya que en atención al tiempo transcurrido y las vicisitudes de la causa, pasada por diversas instancias ordinarias y extraordinarias para analizar la procedencia de la suspensión de una subasta decretada hace ya varios años, me persuaden de que en autos acoger el embate del quejoso en este punto, podría conspirar contra esa eficiencia del servicio que el patrocinio ‑como dije‑ busca garantizar (conf. arts. 15, Const. pcial. ‑tutela judicial efectiva‑; 8, Conv. Americana sobre Derechos Humanos ‑plazo razonable de duración de los procesos‑).


II. Dicho esto, cabe ingresar en los restantes agravios traídos por el quejoso.


1) En cuanto a la denuncia de infracción a los límites que el art. 266 del Código Procesal Civil y Comercial fija a la competencia de la alzada, considero que la crítica no merece acogida.


Considera el quejoso que la definición de la suerte del avenimiento deberá ser materia de controversia y definición ulterior, ya que la presente discusión incidental se ciñe a la procedencia de la suspensión de la subasta ordenada y no a aquel modo de conclusión del proceso falencial.


Es de advertir que al decretar la revocación del pedido de suspensión, la Cámara no se expidió por fuera del objeto llevado a su sede y de lo debatido en la instancia de origen, que era precisamente la procedencia de dicha paralización. Si bien es cierto que uno de los argumentos utilizados fue la ausencia de cumplimiento de los recaudos para el avenimiento, este tema fue introducido por el Síndico en primera instancia (fs. 671) y reiterado al apelar la decisión (fs. 689), por lo que no se advierte la extralimitación denunciada.


2) Las demás articulaciones impugnativas del quejoso resultan ajenas a la competencia casatoria de este Tribunal, ya que el análisis de las constancias de la causa para verificar si procede la paralización del remate (entre ellas, si se dan los recaudos para concluir el proceso por avenimiento), son tópicos de hecho y prueba cuyo debate ‑por regla‑ fenece en las instancias de grado.


Es doctrina reiterada de esta Corte que la determinación de los hechos y valoración de la prueba constituyen cuestiones que no pueden ser abordadas en sede extraordinaria, salvo que a su respecto se invoque y demuestre que el a quo ha incurrido en absurdo (conf. Ac. 88.341, sent. del 23‑V‑2007, etc.), lo que no advierto acaecido en la especie.


En tal sentido es dable recordar que no cualquier disentimiento autoriza a tener por acreditado dicho vicio excepcional, ni tampoco puede este Tribunal sustituir con su propio criterio al de los jueces de mérito. El absurdo no queda configurado aún cuando el entendimiento del sentenciante pueda ser calificado de objetable, discutible o poco convincente, porque se requiere algo más: el error grave, grosero y manifiesto que conduzca a conclusiones inconciliables con las constancias de la causa (Ac. 74.596, sent. del 19‑II‑2002; Ac. 82.487, sent. del 18‑XI‑2003; Ac. 87.026, sent. del 16‑VI‑2004; Ac. 86.829, sent. del 7‑III‑2005; Ac. 90.072, sent. del 9‑VIII‑2006; Ac. 91.967, sent. del 7‑II‑2007, entre otras).


III. Por lo expuesto, considero que el recurso debe ser rechazado, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Soria, Negri, Genoud y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron la tercera cuestión planteada también por la negativa. 


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, por mayoría con relación al de inaplicabilidad de ley, se rechazan los recursos extraordinarios interpuestos; con costas (arts. 289, 298 y 303, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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